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Conforme lo previsto en el Art. 13 de la Ley 2213 de 2022, la Sala Cuarta de 

Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, integrada por los 

Magistrados ALEJANDRA MARÍA ALZATE VERGARA, GERMAN VARELA 

COLLAZOS y MARY ELENA SOLARTE MELO quien la preside, previa deliberación 

en los términos acordados en la Sala de Decisión, proceden a resolver el recurso de 

apelación interpuesto contra la sentencia 98 del 29 de marzo de 2023, proferida por 

el Juzgado Sexto Laboral del Circuito de Cali, y dictan la siguiente: 

 

SENTENCIA No. 393 

 

1. ANTECEDENTES 

 

PARTE DEMANDANTE 

 

Pretende el reconocimiento de la pensión de invalidez, a partir del 15 de diciembre 

de 2017, intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y costas. 

 

Como sustento de sus pretensiones señala que: 

 

i) Tiene un porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 70,3%, con fecha de 

estructuración el 15 de diciembre de 2017, diagnostico tumor benigno de las 
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meninges cerebrales, hemiplejía espástica, hipertensión esencial, según 

dictamen 188135 del 12 de agosto de 2019. 

 

ii) El acta de ejecutoria del dictamen, reposa en los archivos de la entidad que 

calificó, SURAMERICANA S.A. 

 
iii) La EPS no le genera incapacidades médicas por tener PCL superior al 50%. 

 
iv) PROTECCIÓN S.A. negó a la demandante la pensión de invalidez. 

 
v) CONSTRUMARS a la cual se encuentra vinculada laboralmente, continúa 

cancelando los aportes a seguridad social. 

 
vi) Tiene cotizadas 1066,43 semanas, de las cuales 664,86 semanas se cotizaron 

ante COLPENSIONES y 404,57 ante PROTECCIÓN S.A. 

 
PARTE DEMANDADA 

 

PROTECCIÓN S.A. contestó la demanda, oponiéndose a la prosperidad de las 

pretensiones en su contra y propone como excepciones de mérito las que 

denominó “validez del dictamen de pérdida de capacidad laboral expedido por la 

Junta Nacional de Calificación de Invalidez, inexistencia de los requisitos de 

cobertura con arreglos a la fecha de estructuración de invalidez determinada por la 

Junta Nacional de Calificación de Invalidez, inexistencia de la obligación, 

compensación, prescripción, inexistencia de intereses moratorios, buena fe, 

innominada o genérica, inaplicabilidad del principio de favorabilidad”. 

 

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El Juzgado Sexto Laboral del Circuito de Cali, sentencia No. 98 del 29 de marzo de 

2023, resolvió: 

 

CONDENAR a PROTECCIÓN S.A. a reconocer y pagar la pensión de invalidez, a 

partir del 5 de julio de 2019, con una mesada pensional de salario mínimo, por 13 

mesadas, los reajustes de ley. 

 

CONDENAR a PROTECCIÓN S.A. a reconocer y pagar la suma de $45.336.753 a 

título de retroactivo pensional liquidado entre el 5 de julio de 2019 y el 29 de marzo 

de 2023. 
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CONDENAR a PROTECCIÓN S.A. a reconocer intereses moratorios del artículo 

141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 4 de abril de 2020 y hasta que se verifique 

el pago de la suma liquidada por retroactivo. 

 

Consideró la a quo que:  

 

i) En dictamenes 188135 del 12/08/2019 de PROTECCIÓN S.A. y 66711940-

4817 del 27/10/2022 de JRCI del Valle del Cauca, se la calificó con una PCL 

del 70.30%, y en cuanto a la fecha de su estructuración, se da mayor fuerza 

persuasiva al dictamen proferido por la JRCI por cuanto la fundamenta en la 

historia clínica donde se evidencia concepto de rehabilitación no favorable y 

en las conclusiones se lee: “(…) DX. TUMOR DE COMPORTAMIENTO 

INCIERTO O DESCONOCIDO DEL ENCÉFALO SUPRATENTORIAL, 

TUMOR BENIGNO DE LAS MENINGES PARTE NO ESPECIFICADO, 

HIPERTENSIÓN ESENCIAL (PRIMARIA). PRONOSTICO: NO FAVORABLE 

(…)” determinándose secuelas, consecuencias definitivas y una PCL superior 

al 50%, estructurada el 05 de julio de 2019. 

 

ii) Cotizó en toda su vida laboral 840,57semanas, de las cuales 98,67 semanas 

lo fueron en los 3 años anteriores a la fecha del estado de invalidez, por lo 

que se encuentran acreditados los requisitos para acceder a la prestación 

pensional, sin que prospere la prescripción. 

 

iii) Se accede a los interese de mora a partir del 4 de abril de 2020, por haber 

presentado reclamación el 4 de febrero de 2020. 

 

RECURSO DE APELACIÓN 

 

PROTECCIÓN S.A. interpone recurso de apelación solicitando la revocatoria de la 

sentencia, indicando que no hay lugar al reconocimiento de la pensión de invalidez 

desde julio de 2019, pues existe un dictamen valido emitido por Suramericana 

Seguros de Vida S.A., sin que presente oposición, y en el cual no varió la PCL 

respecto del dictamen practicado en el proceso, pero que si cambia la fecha de 

estructuración. Señala que el dictamen de Suramericana Seguros de Vida S.A. 

estableció como fecha de estructuración el 15 de diciembre de 2017, y para esa 

data, la demandante no contaba con la densidad de semanas requerida para el 

reconocimiento de la prestación. Dice que se objetó la pensión de invalidez 

basada en ese dictamen y bajo razones jurídicamente válidas, por lo que no se 
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entiende la condena de intereses de mora a partir del 4 de abril de 2020. También 

indica que no es cierto que las enfermedades sean degenerativas y crónicas. 

 

Asegura que se pasó por alto que a la demandante se le reconoció incapacidad 

temporal del 9 de julio de 2018 hasta el 20 de agosto de 2019. 

 

Que el despacho no hace o no presenta la verificación del requisito de cobertura 

(semanas cotizadas). 

 

Que se hizo la verificación de la condición más beneficiosa y no cumple con los 

requisitos con ninguna de las fechas de estructuración. 

 

Se opone a la condena en costas, afirmando que la negativa fue realizada bajo 

términos legales y de buena fe. 

 

TRAMITE EN SEGUNDA INSTANCIA 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN  

 

Se corrió traslado a las partes por un término de cinco (5) días para que presenten 

alegatos de conclusión. Dentro del plazo conferido, la demandante presentó 

escrito de alegatos de conclusión. 

 

Cabe anotar que los alegatos de conclusión no se constituyen en una nueva 

oportunidad para complementar el recurso de apelación que fue interpuesto y 

sustentado ante el a quo. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

No advierte la Sala violación de derecho fundamental alguno, así como tampoco 

ausencia de presupuestos procesales que conlleven a una nulidad 

 

Por principio de consonancia la Sala solo se referirá a los motivos de inconformidad 

contenidos en la apelación. 
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2.1. PROBLEMA JURÍDICO 

 

Corresponde resolver a la sala estudiar si hay lugar al reconocimiento de la 

pensión de invalidez en favor de la demandante; para ello se debe establecer si 

padece una enfermedad congénita o degenerativa, si hay lugar a modificar tener 

como fecha de estructuración la contenida en el dictamen de la JRCI del Valle del 

Cauca, si reúne las semanas necesarias para acceder a la prestación y de ser 

así, si procede el reconocimiento de intereses de mora y costas procesales. 

 

2.2. SENTIDO DE LA DECISIÓN 

 

La sentencia se modificará por las siguientes razones: 

 

Para el caso de las pensiones de invalidez, la fecha de estructuración de la 

invalidez determina la norma aplicable para el estudio de la prestación. En el 

presente caso se allega con la demanda dictamen 188135 del 6 de agosto de 

2019 emitido por la compañía de Seguros de Vida S.A. (f.30-40 - 

01DemandaAnexos202000345, cuaderno juzgado), en el cual se estableció una 

PCL del 70,3% con fecha de estructuración el 15 de diciembre de 2017.  

 

Mediante auto interlocutorio 89 del 7 de febrero de 2022, se ordenó la práctica de 

prueba pericial, remitiéndose a la demandante ante la Junta Regional de 

Calificación de Invalidez del Valle del Cauca, entidad que mediante dictamen 

66711940-4817 del 22 de octubre de 2022, la calificó con PCL del 70,3%, 

estructurada el 5 de julio de 2019 (22DictamenJuntaRegional).  

 

Como se puede apreciar, bajo cualquiera de los dictámenes referidos, el derecho 

pensional se debe estudiar a la luz de lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley 100 

de 1993, modificado por el artículo primero de la Ley 860 de 2003, que reza: 

 

“Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que 
conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y 
acredite las siguientes condiciones: 
 
a. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta 
(50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores 
a la fecha de estructuración”.  

 

En primera instancia, se dio prevalencia al dictamen 66711940-4817 del 22 de 

octubre de 2022, emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del 
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Valle del Cauca, en el cual se calificó a la demandante con una PCL del 70,3%, 

con fecha de estructuración 5 de julio de 2019. En este punto, es preciso advertir 

que la Sala de Casación Laboral entre otras en sentencia SL5583-2021 ha 

establecido que los dictámenes no son camisa de fuerza para la toma de una 

decisión final, no obstante, precisa que el juez, al decidir debe contar con otro 

estudio o dictamen que le permita definir la situación1, por tanto considera la Sala 

que el dictamen practicado en primera instancia por parte de Junta Regional de 

Calificación de Invalidez del Valle del Cauca, debe tenerse en cuenta. 

 

Ahora bien, al contrastar los dictámenes practicados a la demandante, encuentra 

la Sala que el dictamen 188135 del 6 de agosto de 2019 emitido por la compañía 

de Seguros de Vida S.A., establece como fecha de estructuración el 12 de 

diciembre de 2017, que de acuerdo al resumen de historia clínica que reporta la 

calificación corresponde con el ingreso a hospitalización a la Clínica Remedios: 

 

 

 

 

No obstante, del mismo dictamen se evidencia que la señora LILIANA 

CASTAÑEDA CHÁVEZ, con posterioridad al 12 de diciembre de 2017, presenta 

consultas con medicina general, cirugía plástica, psiquiatría y llama la atención 

que, para el 8 de enero de 2019 le fue practicada intervención quirúrgica por la 

especialidad de neurocirugía, con sus posteriores controles, anotándose el 5 de 

                                                           
1 SL5583-2021: “Ahora bien, es del caso recordar que la jurisprudencia de esta Corporación ha establecido que los dictámenes 

proferidos por las juntas de calificación de invalidez, sean regionales o nacionales, no son pruebas solemnes, de modo que pueden ser 
controvertidas ante los jueces del trabajo, quienes tienen competencia para examinar los hechos que contextualizan la condición 

incapacitante establecida por aquellas (CSJ SL, 19 oct. 2006, rad. 29622; SL, 27 mar. 2007, rad. 27528; SL, 18 sep. 2012, rad. 35450; 

SL, 30 abr. 2013, rad. 44653; SL16374-2015, y SL5280-2018).  
 

En la primera de las sentencias referidas en el párrafo anterior, se aclaró que esa competencia «no llega hasta reconocerle potestad al 

juez de dictaminar en forma definitiva, sin el apoyo de los conocedores de la materia, si el trabajador está realmente incapacitado o no y 
cuál es la etiología de su mal, como tampoco cuál es el grado de la invalidez, ni la distribución porcentual de las discapacidades y 

minusvalías», razón por la cual se hace necesario que exista otro estudio o dictamen que de las herramientas necesarias al juzgador 

para controvertir lo estipulado por las juntas de calificación, pero, esa prueba brilla por su ausencia en el sub examine.” 
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julio de 2019 el concepto de rehabilitación integral por parte de la EPS 

COOMEVA, sin que dichas calendas fueran tenidas en cuenta para efectos de 

establecer la fecha de estructuración. 

 

 

 

 

Por su parte el dictamen 66711940-4817 del 22 de octubre de 2022, emitido por la 

Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca, determinó una 

fecha de estructuración para el 5 de julio de 2019, y si bien reporta dentro del 

resumen de información clínica, atención médica hasta el 17 de junio de 2022, 
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deja claro en su contenido que “La fecha de estructuración de la invalidez, en el 

presente caso, corresponde al día 05 de julio de 2019. Fecha determinada con 

fundamento en la historia clínica aportada donde se evidencia certificado de 

rehabilitación…”. 

 

Cabe remembrar que la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en sentencia SL 4178-2020, respecto de la fecha de estructuración refirió: 

 

“En la misma dirección, recuérdese que el artículo 3º del Decreto 917 de 
1999, prevé que la fecha de estructuración o declaratoria de la pérdida de la 
capacidad laboral, es aquélla «en que se genera en el individuo una pérdida 
en su capacidad laboral en forma permanente y definitiva.» Agrega la norma 
que esta fecha puede ser anterior o corresponder a la fecha de la calificación. 
Ello significa que la invalidez se estructura cuando la persona ha perdido, en 
forma permanente y definitiva, su capacidad para trabajar.” 

 

Así las cosas, considera la Sala que el concepto de rehabilitación integral, es un 

hito que permite establecer que la PCL de la demandante, dadas las 

intervenciones quirúrgicas que le fueron practicada, se encuentra consolidada de 

manera “…permanente y definitiva…” y en ese sentido el estudio de la prestación 

por invalidez pretendida, debe hacerse conforme al dictamen 66711940-4817 del 

22 de octubre de 2022, emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez 

del Valle del Cauca. 

 

Habiéndose definido como fecha de estructuración el 5 de julio de 2019, procedió 

la Sala a realizar la sumatoria de semanas cotizadas entre el 5 de julio de 2016 y 

el 5 de julio de 2019, resultando un total de 86 semanas aportadas en el lapso, 

densidad que supera la requerida por el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, 

modificado por el artículo primero de la Ley 860 de 2003, y en este sentido la 

demandante acredita el lleno de requisitos para acceder a la pensión de invalidez 

a partir del 5 de julio de 2019. 

 

NOMBRE

No PROCESO

D ES D E HA S TA

1/08/2017 31/12/2017 150 21,43

1/01/2018 31/12/2018 360 51,43

1/01/2019 31/03/2019 90 12,86

LILIANA CASTAÑEDA CHAVEZ

006 2020 00345 01

P ER IOD O
D ÍA S S EM A N A S OB S

TOTA L S EM A N A S  0 5 / 0 6 / 2 0 16  -  0 5 / 0 6 / 2 0 19 8 6
 

 

Se actualizará la condena al 30 de noviembre de 2023, encontrándose un 

retroactivo por la suma de CINCUENTA Y CUATRO MILLONES SEISCIENTOS 
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SESENTA Y OCHO MIL SEISCIENTOS SETENTA Y CUATRO PESOS 

($54.668.674). 

 

DESDE HASTA #MES MESADA RETROACTIVO

5/07/2019 31/12/2019 6,87        $ 828.116 $ 5.686.397

1/01/2020 31/12/2020 13,00      $ 877.803 $ 11.411.439

1/01/2021 31/12/2021 13,00      $ 908.526 $ 11.810.838

1/01/2022 31/12/2022 13,00      $ 1.000.000 $ 13.000.000

1/01/2023 30/11/2023 11,00      $ 1.160.000 $ 12.760.000

$ 54.668.674RETROACTIVO  

 

Los fondos de pensiones tienen un término de gracia de 4 meses para el 

reconocimiento de la prestación, vencido este, se causan intereses de mora 

conforme lo previsto en el Art. 141 de la Ley 100 de 1992. 

 

En este caso, PROTECCIÓN S.A. negó la pensión de invalidez aduciendo que la 

actora no cumplía el requisito de densidad de semanas, pues para la fecha de la 

solicitud solo se contaba con el dictamen 188135 del 6 de agosto de 2019 emitido 

por la compañía de Seguros de Vida S.A., con fecha de estructuración 12 de 

diciembre de 2017 y solo dentro del trámite del presente proceso y con la practica 

de una nueva experticia, se estudia la prestación con una fecha de estructuración 

diferente, en ese sentido la decisión en su momento adoptada por la demandada 

encontraba respaldo normativo2. Por tanto, no es procedente el reconocimiento de 

los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 una vez vencido el 

plazo para el reconocimiento de la prestación, sin embargo, estos se causan a 

partir de la ejecutoria de la sentencia, al existir ya en ese momento una obligación 

a cargo del fondo de pensiones, por lo que se ordenará la indexación de las 

mesadas, mes a mes, desde fecha de causación hasta la ejecutoria de la 

sentencia, y en adelante se condenará al reconocimiento de intereses de mora. 

 

En cuanto a la condena en costas impuesta en primera instancia, es preciso traer 

a colación el inciso 1 del artículo 365 del CGP, que señala que se condena en 

costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva 

desfavorablemente el recurso de apelación, casación o revisión que haya 

propuesto, obedeciendo la misma a factores objetivos, por lo que no son de recibo 

los argumentos esgrimidos por PROTECCIÓN S.A. respecto a la condena en 

costas en primera instancia, toda vez que resulta condenada en este proceso. 

                                                           
2 SL704-2013:“La Sala como consecuencia de su nueva integración ha considerado pertinente moderar esta posición jurisprudencial, 

para aquellos eventos en que las actuaciones de las administradoras de pensiones públicas o privadas, al no reconocer o pagar las 
prestaciones periódicas a su cargo, encuentren plena justificación bien porque tengan respaldo normativo, …” 
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Así, se modificará la sentencia de primera instancia. Costas en esta instancia a 

cargo de la demandada PROTECCIÓN S.A. y en favor de la demandante. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cali, administrando Justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

 RESUELVE:  

 

PRIMERO.- MODIFICAR el numeral SEGUNDO de la sentencia 98 del 29 de 

marzo de 2023, proferida por el Juzgado Sexto Laboral del Circuito de Cali, en el 

sentido de CONDENAR a PROTECCIÓN S.A. a pagar a la señora LILIANA 

CASTAÑEDA CHÁVEZ, de notas civiles conocidas en el proceso, la suma de 

CINCUENTA Y CUATRO MILLONES SEISCIENTOS SESENTA Y OCHO MIL 

SEISCIENTOS SETENTA Y CUATRO PESOS ($54.668.674), por concepto de 

retroactivo de pensión de invalidez por mesadas causadas del 5 de julio de 2019 

al 30 de noviembre de 2023, suma que deberá pagarse debidamente indexada 

mes a mes, desde la fecha causación hasta la de ejecutoria de la sentencia. 

 

A partir del 1 de diciembre de 2023, continuar pagando mesada equivalente al 

salario mínimo legal mensual vigente para cada anualidad. 

 

Confirmar en lo demás el numeral. 

 

SEGUNDO.- MODIFICAR el numeral TERCERO de la sentencia 98 del 29 de 

marzo de 2023, proferida por el Juzgado Sexto Laboral del Circuito de Cali, en el 

sentido de CONDENAR a PROTECCIÓN S.A., a reconocer los intereses moratorios 

del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, a partir de la ejecutoria de la sentencia y 

hasta que se verifique el pago de las sumas adeudadas. 

 

TERCERO.- CONFIRMAR en lo demás la sentencia. 

 

CUARTO.- COSTAS en esta instancia a cargo de PROTECCIÓN S.A. y en favor 

de la demandante. Se fija como agencias en derecho la suma de un salario 

mínimo legal mensual vigente (1 smlmv). Las costas serán liquidadas por el a quo. 

 

QUINTO.- NOTIFÍQUESE esta decisión por EDICTO 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 

MARY ELENA SOLARTE MELO 

Con firma electrónica  

 

 

  

ALEJANDRA MARÍA ALZATE VERGARA          GERMAN VARELA COLLAZOS 
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Mary Elena Solarte Melo
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